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Estimado señor:

Asunto:
Remisión informe DFOE-SM-100/2004 referente a los resultados del estudio sobre la contratación de los servicios profesionales de un abogado externo en la Municipalidad de Curridabat.

Me permito remitirle copia del informe No. DFOE-SM-100/2004, que contiene los resultados del estudio sobre la contratación de los servicios profesionales de un abogado externo en la Municipalidad de Curridabat. 

Atentamente,

Lic. Edwin Gamboa Miranda

Gerente de Área
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DFOE-SM-100/2004

13 de agosto, 2004

DIVISIÓN DE FISCALIZACIÓN OPERATIVA Y EVALUATIVA

ÁREA DE SERVICIOS MUNICIPALES

RESULTADOS DEL ESTUDIO SOBRE LA CONTRATACIÓN DE  SERVICIOS PROFESIONALES DE UN ABOGADO EXTERNO EN LA MUNICIPALIDAD

 DE CURRIDABAT
1.
INTRODUCCIÓN.

1.1
ORIGEN DEL ESTUDIO.

El estudio se realizó en cumplimiento del programa de trabajo del Área de Servicios Municipales y en atención a una denuncia formulada ante el órgano contralor. 

1.2.
ALCANCE DEL ESTUDIO.

El trabajo comprendió el análisis de los procedimientos seguidos para la contratación de los servicios profesionales del Lic. Héctor Chaves Sandoval, la cual se llevó a cabo en el mes de marzo de 2004. 

2.
ANTECEDENTES.

La Contraloría General, recibió para su análisis un documento de fecha 12 de abril de 2004, mediante el cual se denuncian supuestas irregularidades en la contratación de un abogado externo para atender y asesorar a un funcionario de la Auditoría Interna de la Municipalidad de Curridabat, ante una acusación en su contra, originada por la presentación del informe de auditoría No. AM-14-2001.

3. RESULTADOS.

El Lic. Manuel E. Castillo Oreamuno, quien se desempeña como Profesional Analista de Auditoría, le remitió al Lic. José Antonio Corrales Chacón, Auditor Interno Municipal, el oficio No. AIMC-33-03/2004 del 16 de marzo de 2004, comunicándole que  recibió una cédula de citación de la Fiscalía Adjunta II, Circuito Judicial de Goicoechea, para rendir declaración como imputado en la sumaria No. 01-002971-0175 PE A2, juicio incoado por la señora Florinda Amalia González Espinoza, quien se desempeñó como asesora del entonces Alcalde Municipal, señor Frank Alonso Mendoza Hernández, a raíz del informe de auditoría AM-14-2001, suscrito por el Lic. Castillo Oramuno en el cumplimiento de sus funciones como Auditor Interno a.i. de esa Municipalidad.  

En virtud de lo anterior, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 26 de la Ley de Control Interno No. 8292, le solicitó al Lic. Corrales Chacón, Auditor Interno de Curridabat, se sirva tramitar ante la instancia correspondiente el apoyo necesario.

Por medio del oficio No. AIMC-034-2004 del 17 de marzo de 2004, el Lic. José Antonio Corrales Chacón, Auditor Interno Municipal, le informó al Concejo Municipal de Curridabat, lo relativo a la notificación, y le indicó además, que el origen de la denuncia interpuesta por la señora González, fue un informe de auditoría emitido por el Lic. Castillo Oreamuno, relacionado con el nombramiento de la señora González Espinoza.

En su oficio, el señor Corrales le indicó al Concejo, lo siguiente:

Estando a lugar la gestión efectuada por el señor Castillo, en relación con la prerrogativa que ofrece la Ley General de Control Interno a los funcionarios de la Auditoría Interna en el artículo 26, se solicita a ese Concejo municipal disponer lo que corresponda, a efectos de que don Manuel reciba el apoyo legal correspondiente.  A manera de sugerencia, consideramos conveniente que el caso sea conducido por el Asesor Legal Externo que asesora al Concejo Municipal, para lo que conviene resolver lo relativo a sus honorarios. 

Dicho oficio fue conocido por el Concejo en la sesión ordinaria No. 99-2004 del 18 de marzo de 2004, según copia certificada del acta, y mediante acuerdo No.14, el órgano colegiado dispuso lo siguiente:

(21:29 ACUERDO Nro. 13.- CONCEJO DE CURRIDABAT.- DISPENSA DE TRÁMITE DE COMISIÓN A SOLICITUD PLANTEADA POR LA AUDITORIA INTERNA.-  A las veintiuna horas con veintinueve minutos del dieciocho de marzo de dos mil cuatro.  Se acuerda por seis a uno, dispensar el trámite de comisión a la gestión.(
(21:39 ACUERDO Nro. 14.-  CONCEJO DE CURRIDABAT.- SOLICITUD PLANTEADA POR LA AUDITORÍA INTERNA.- A las veintiuna horas con treinta y cinco minutos del 18 de marzo de 2004.-  De previo a resolver sobre la gestión formulada por la Auditoría Interna, se acuerda por seis votos a uno, consultar a la Procuraduría General de la República si, la representación legal del Estado que ésta ostenta, acoge también a las municipalidades. Se declara ACUERDO DEFINITIVAMENTE APROBADO por votación igualmente unánime.( 

En relación con el anterior acuerdo, es necesario indicar que la consulta a la Procuraduría General de la República, no se efectuó por cuanto se tomó un nuevo acuerdo y además la Ley General de Control Interno establece claramente el respaldo jurídico y técnico, así como la cobertura de los costos para atender el proceso hasta la resolución final,  que la Municipalidad debe dar a los funcionarios de la auditoría interna cuando en el cumplimiento de sus funciones, se involucren en conflictos de tipo legal o una demanda.

El 24 de marzo de 2004, el Lic. Héctor Chaves Sandoval, remitió a la Municipalidad de Curridabat, una oferta de servicios para asumir la defensa del Lic. Manuel Enrique Castillo Oreamuno, Asistente de Auditoría Municipal, ante la Fiscalía Adjunta del Segundo Circuito Judicial de San José, sumaria No. 01-002971-0175-PE-A2, por el delito de Falsedad Ideológica.  El costo de los honorarios para tramitar el caso hasta su finalización se fijó en (250.000.00, pagaderos al finalizar dicho proceso.  

Según copia certificada del acta de la sesión ordinaria No.100-2004 del 25 de marzo de 2004, el Concejo por medio del artículo 5, capítulo 6, dispuso lo siguiente:

(21:50 ACUERDO Nro. 12.- CONCEJO DE CURRIDABAT.- AUTORIZACIÓN PARA CONTRATAR DIRECTAMENTE AL LIC. HÉCTOR CHAVES SANDOVAL.- A las veintiuna horas con cincuenta minutos del veinticinco de marzo de dos mil cuatro.  Visto el oficio AIMC 034-2004, cursado por el Lic. José Antonio Corrales Chacón, Auditor Interno, donde se permite solicitar el apoyo legal correspondiente, al amparo de la prerrogativa que ofrece el artículo 26 de la Ley General de Control Interno a los funcionarios de esa dependencia, toda vez que el Lic. Manuel Castillo Oreamuno ha sido citado por la Fiscalía Adjunta del II Circuito Judicial de San José, para rendir declaración como imputado en la sumaria 01-002971-0175-PE A2, juicio incoado por la señora Florinda Amalia González Espinoza, ex funcionaria municipal, a raíz del informe AM-14-2001; se acuerda por unanimidad, autorizar la contratación directa del Lic. Héctor Chaves Sandoval, para que asuma la defensa de dicho servidor.  Es entendido que existe el contenido presupuestario suficiente para la erogación. Se declara ACUERDO DEFINITIVAMENTE APROBADO por votación igualmente unánime.(    

Por medio del oficio No. SCM-158-03-04, del 29 de marzo de 2004, el señor Allan P. Sevilla Mora, Secretario Municipal, le transcribió a la Licda. Luz Retana Chinchilla, Alcaldesa Municipal, con copia al Departamento de Proveeduría, para lo de su competencia, el acuerdo de la Sesión Ordinaria No. 100-2004 del 25 de marzo de 2004. 

El acuerdo de la sesión ordinaria No.100-2004, fue ejecutado  por la señora Luz Retana Chinchilla, al solicitar y autorizar a la Proveeduría Municipal, por medio de la Solicitud de bienes y servicios No. 9528, del 30 de marzo de 2004, conjuntamente con el señor Manuel Fco. Morales Astorga, Tesorero Municipal, que se proceda a contratar al Lic. Héctor Chaves Sandoval para defensa del Lic. Manuel Castillo Oreamuno, con base en el Acuerdo transcrito con oficio No. SCM-158-03-04.

Asimismo, la Alcaldesa y Tesorero, municipales, autorizaron mediante su firma la orden de compra No. 22039 del 1 de abril de 2004, emitida por la Proveeduría Municipal, a nombre de Héctor Chaves Sandoval, con el siguiente detalle:  

(Por servicios profesionales en derecho para asumir la defensa del Lic. Manuel Castillo, Asistente de la Auditoría Interna Municipal, ante la Fiscalía Adjunta del Segundo Circuito Judicial, Sumaria No 01-002971-0175-PE-A2 contra la señora Florinda Amalia González Espinoza.(  

El monto comprometido con la citada orden de compra fue por la suma de (250.000,00, y se utilizaron los recursos del código presupuestario I-02-02, Honorarios, consultorías y servicios contratados, monto que a la fecha no se ha cancelado, por cuanto el proceso no ha concluido.  

En relación con lo anterior, es necesario indicar que el artículo 26 de la Ley General de Control Interno, No. 8292 del 31 de julio de 2002, establece lo siguiente:

(Cuando el personal de la auditoría interna, en cumplimiento de sus funciones, se involucre en un conflicto legal o una demanda, la institución dará todo su respaldo tanto jurídico como técnico y cubrirá los costos para atender ese proceso hasta su resolución final(.   

Es importante además tomar en consideración, que conforme lo establece el artículo 13 inc, f), del Código Municipal, el nombramiento del Auditor Interno Municipal es materia exclusiva del Concejo, de ahí que la línea de dependencia del funcionario es directa de ese órgano colegiado, razón por la cual la solicitud de apoyo legal para el señor Castillo, Asistente de la Auditoría Interna, debía tramitarse ante el Concejo, conforme se realizó.

Respecto del procedimiento de contratación efectuado, el artículo No. 69.1 de la Ley de la Contratación Administrativa y su Reglamento, establece que la contratación de servicios se regirá por los procedimientos de licitación, según corresponda y según el presupuesto en el que la Administración requiere contratar.  En el caso de los honorarios del Lic. Chaves, la contratación fue por la suma de (250.000,00, monto relativamente bajo, que no se ubica en ninguno de los tractos establecidos para tramitar el tipo licitación, de ahí que lo procedente era contratar dichos servicios por el procedimiento de contratación directa, tal como ocurrió y no por la modalidad de licitación restringida.

Lo anterior, fue ratificado por el señor Marvin Rodríguez Salas, Proveedor de la Municipalidad, por medio del oficio PROVEE-081-07-2004 del 15 de julio de 2004.

Consultado sobre el particular, el señor José Antonio Corrales Chacón, Auditor Interno Municipal, mediante oficio No. AIMC-090-2004, del 19 de julio de 2004, manifestó lo siguiente:

· Que por la naturaleza y circunstancias de tiempo, era preciso que el señor Castillo Oreamuno contara con asesoría legal a la mayor brevedad, pues se trataba de su defensa en un caso originado en el desempeño de sus funciones como Auditor Interno a.i.  Además existía un término perentorio para que el señor Castillo se presentara a la Fiscalía Adjunta II Circuito Judicial de Goicoechea e iniciara su defensa. La cédula de citación  del 23 de febrero de 2004, fue recibida por el imputado el 16 de marzo de 2004, misma fecha en que el señor Castillo tramitó la solicitud de asesoría jurídica ante el Auditor Interno Municipal.

· Que se asumió como conveniente que el caso fuera tramitado con la asesoría del profesional en materia legal que tiene a disposición el Concejo Municipal, por ser la unidad de auditoría dependiente directa del órgano colegiado.

· Que no era razonable asignar la defensa del señor Castillo Oreamuno al Lic. Luis Chaverri, Abogado Municipal, por cuanto, el citado profesional fue quien autenticó el contrato por servicios profesionales suscrito por el Alcalde Municipal, el 1 de agosto de 2001, para la contratación de la señora Amalia Florinda González Espinoza.   

· Que a raíz de un procedimiento administrativo llevado a cabo en la Alcaldía Municipal, hubo una actitud definida de parte del Asesor Legal Municipal, respecto de la necesidad de destituir al señor Castillo Oreamuno, ya que por medio del oficio No.209-07-2002, del 31 de julio de 2002, en atención al Propósito de despido del citado funcionario, objetó el acuerdo del Concejo de la Sesión Ordinaria No. 012-202 del 25 de julio de 2002, en que se dispuso restituir en su puesto al citado funcionario, por lo que no parecía lógico asignar dicha defensa al Asesor Legal de la Municipalidad.

4. CONCLUSIÓN.

La relación de los hechos comentados en el presente documento, permite concluir que las afirmaciones sobre supuestas irregularidades por la contratación de los servicios profesionales de un asesor legal externo, carecen de fundamento, considerando lo siguiente:

a) No se evidencia que el señor José Antonio Corrales Chacón, Auditor Interno de la Municipalidad haya obligado bajo pedimento a la Administración a realizar un gasto sin fundamento alguno que lo justificara, en detrimento de los fondos públicos municipales, pues como se expuso anteriormente, el señor Corrales en su oficio AIMC-33-03/2004, indica  (a manera de sugerencia consideramos conveniente que el caso sea conducido por el Asesor Legal externo que asesora al Concejo( ;  además la petitoria se sustentó formalmente en lo que al respecto establece el citado artículo 26 de la Ley General de Control Interno.

b) Que el Concejo actuó en pleno uso de las facultades y potestades conferidas en el Código Municipal, de ahí que su decisión no estuvo sujeta a ninguna exigencia, sino más bien al cumplimiento de lo dispuesto en la Ley General de Control Interno. 

c)  Que conforme lo establecido en la Ley de la Contratación Administrativa y su Reglamento, en que se definen los límites máximos y mínimos y las modalidades de contratación, por tratarse de un monto sumamente bajo el que se iba a comprometer, no se requería tramitar una licitación restringida para su contratación, por lo que no existe omisión alguna. 

Por lo anterior, no encuentra esta Contraloría General, elementos probatorios que permitan evidenciar la existencia de falta grave en el asunto estudiado, tanto de parte del Concejo como del Auditor Interno Municipal.  

